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VS  

JUNTA DIRECTIVA DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL 

GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

Y OTRAS 

 

EXPEDIENTE 484/2022 JP 

 

SENTENCIA DEFINITIVA 

 

 Mexicali, Baja California, a diez de marzo de dos 

mil veinticinco.  

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que reconoce la validez de 

la resolución negativa ficta recaída la sol icitud de pensión 

por jubilación presentada por la parte actora ante el Instituto 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California el 

veinticuatro de marzo de dos mil veintidós.  

 

GLOSARIO  

 

Ley del  Tr ibunal :  Ley del  T r ibunal  Estatal  de Just icia 

Administ rat iva de Baja Cal i fornia.  

Tr ibunal :  Tr ibunal Estatal  de Just icia Administrat iva de 

Baja Cal i fornia.  

Juzgado:  Juzgado Pr imero del  Tr ibunal .  

Inst i tuto:  Inst i tuto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del  Gobierno y Municip ios 

del Estado de Baja Cal i fornia .  

Junta Directiva:  Junta Di rectiva del  Inst i tuto .  

Resolución:  Resolución negativa f icta recaída a la 

sol icitud de pensión por jubi lación 

presentada por la parte actora ante el  

Inst ituto  el  veint icuatro de marzo de dos mi l  

veint idós.   

Ley del  Inst i tuto:  Ley del  Inst i tuto de Seguridad y Servic ios 

Sociales de los Trabajadores del Gobierno y  

Municipios del Estado de Baja Cal i fornia 

publ icada en el  Per iódico Oficial  del  Estado 

de Baja Cal i fornia el  veinte de diciembre de 

mi l  novecientos setenta.  

Nueva Ley del  Inst i tuto:  Ley del  Inst i tuto de Seguridad y Servic ios 

Sociales de los Trabajadores del Gobierno y  

Municipios del Estado de Baja Cal i fornia 

publ icada en el  Per iódico Oficial  del  Estado 

de Baja Cal i fornia el  diecis iete de febrero 

de dos mi l  quince.  

Ley que regula a los 

trabajadores:  

Ley que regula a los t rabajadores que 

ref iere la fracción I ,  apartado B, del  art ículo 

99 de la Const i tución Pol í t ica del  Estado 



 

Libre y Soberano de Baja Cal i fornia,  en 

materia de seguridad social .  

Código:  Código de Procedimientos Civi les para el  

Estado de Baja Cal i fornia, de apl icación 

supletor ia a la Ley del Tr ibunal  conforme al  

penúlt imo párrafo de su art ículo 41.  

 

1. ANTECEDENTES DEL CASO:  

 

1.1. Presentación de la demanda.  Mediante escrito 

que presentó el veintis iete de septiembre de dos mil 

veintidós, la parte actora promovió demanda de nulidad en 

contra de la Resolución .  

 

1.2. Trámite del juicio.  La demanda se admitió, 

previa prevención, en proveído de once de octubre de dos 

mil veintidós, teniéndose como acto impugnado la 

Resolución y emplazándose como autoridades demandadas 

a la Junta Directiva , Director de Pensiones y Jubilaciones, 

Director y Departamento de Gestión de Pensiones y 

Jubilaciones, todos del Inst ituto .  

 

Posteriormente se continuó con la tramitación del 

juicio en los términos que al respecto establece la Ley del 

Tribunal , hasta el dictado del auto de nueve de noviembre 

de dos mil veintitrés en que se abrió periodo de alegatos.  

 

1.3. Cierre de instrucción. Una vez concluido el 

plazo anterior,  el uno de diciembre de dos mil veintitrés, 

quedó cerrada la instrucción del presente juicio, 

entendiéndose citado para sentencia.  

 

CONSIDERANDO  

 

PRIMERO. Competencia.  Este Juzgado  es 

competente para conocer del presente juicio, en razón de la 

naturaleza jurídica del acto impugnado, de la autoridad 

emisora y por la ubicación del domicil io de la parte actora, 

el cual se encuentra en la circunscripción territorial de este 

Juzgado . Lo anterior, con fundamento en los art ículos 1, 

párrafo segundo, 4, fracción IV, 25, 26, fracción I I I  y último 

párrafo, de la Ley del Tribunal .  

 

SEGUNDO. Existencia de la negativa ficta . La 

resolución negativa ficta que se somete a la potestad de este 

Juzgado  se integra con los s iguientes elementos:  

 

a) Sol icitud de pensión por jubi lación presentada 

por la parte actora el veinticuatro de marzo de dos mil 

veintidós, cuya copia fotostática exhibe con sel lo de recibido 

del Departamento de Gestión de Pensiones y Jubilaciones del 

Instituto ; 



 

 

b) El  s i lencio de la autoridad para dar respuesta a 

la petición o instancia planteado por el part icular, siempre 

que haya transcurrido el término en que debió dictar su 

resolución y que la legis lación que rige el acto, contemple la 

resolución negativa ficta;  

 

c) En el supuesto de que no fuese regulada la 

negativa ficta en la legislación que r ige el acto, surgirá 

cuando transcurran sesenta días naturales desde su 

presentación, sin que la autoridad dicte la respuesta expresa 

sobre la petición o instancia y no la notif ique dentro de ese 

plazo. 

 

Elementos que han quedado acreditados en el 

presente juicio como se advierte de lo narrado por la parte 

actora en el apartado de fecha en que tuvo conocimiento 

de la resolución impugnada y del hecho 2 de su demanda, 

así como de la solicitud de pensión por jubilación y anexos 

que exhibió con su escrito inicial.  

 

Documentales a las que les asiste valor probatorio 

pleno conforme a los artículos 285, fracción VII I ,  y 414, del 

Código , en relación con el art ículo 103 de la Ley del Tribunal , 

para demostrar que el veinticuatro de marzo de dos mil 

veintidós, la parte actora sol icitó la pensión por jubilación; 

por lo que, al veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, 

fecha de presentación de la demanda, han transcurrido más 

de sesenta días naturales, sin que la autoridad demandada 

demostrara que dio respuesta a la solicitud efectuada y que 

se la notificó a la parte actora previo a la presentación de la 

demanda. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el 

art ículo 62, cuarto párrafo, de la Ley del Tribunal , el cual, 

respecto a la configuración de la negativa ficta, remite en 

primer orden al plazo que la ley que ri ja al acto contemple 

para que el si lencio de la autoridad configure la resolución 

negativa ficta, sin que de la Ley del Inst ituto  se advierta 

disposición alguna en que contemple la existencia de dicha 

figura jurídica, motivo por el cual, de conformidad con la Ley 

del Tribunal , en la especie, la negativa ficta se configura 

transcurridos sesenta días naturales.  

 

Por tanto, la existencia del acto impugnado quedó 

debidamente acreditada en autos con la solicitud de 

pensión por jubi lación antes mencionada.  

 

TERCERO .  Procedencia . El  artículo 54 de la Ley del 

Tribunal  establece las causas de improcedencia del juicio, 

previendo en su último párrafo que la procedencia del juicio 



 

será examinada aun de oficio; por tanto, a continuación, se 

analizarán las causales que se actualicen en el presente 

asunto.  

 

3.1.  En principio, en términos de lo previsto en el 

último párrafo del art ículo 54 de la Ley del Tribunal ,  este 

Juzgado considera oficiosamente que debe sobreseerse el 

juicio respecto de las autoridades Director de Pensiones y 

Jubilaciones, Director y Departamento de Gestión de 

Pensiones y Jubilaciones, todos del Instituto , en razón de que 

no revisten el carácter de demandados conforme al art ículo 

42, fracciones I I  y I I I ,  de la Ley del Tribunal , de subsecuente 

inserción: 

 

“Art ículo 42.  Son partes en el  ju ic io contencioso administ rat ivo:  

[…]  

I I .  E l  demandado. Tendrá ese carácter:  

a) La autor idad que real izó el  acto o emit ió la resolución 

impugnada;  

b) E l  part icular  a quien favorezca la resolución, cuya nul idad 

o modif icación pida la autor idad administrat iva.  

I I I .  E l  T i tular  de la Dependencia o Ent idad Administrat iva 

Públ ica Estatal  o Munic ipal,  de la que dependa la autor idad 

mencionada en la f racción anter ior ;  […] ”  

 

El lo es así, dado que la negativa ficta impugnada 

se configura únicamente respecto de la Junta Directiva , 

puesto que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

113, fracción I I I ,  de la Ley del  Instituto , de subsecuente 

inserción, es la Junta Directiva  la autoridad competente para 

dictar los acuerdos que resulten necesarios para satisfacer 

las prestaciones establecidas en la referida ley, y no así las 

diversas autoridades señaladas como demandadas.  

 

“Art ículo 113.-  Corresponde a la Junta Di rectiva :  

[ . . . ]  

I I I . -  D ictar los acuerdos que resul ten necesar ios para sat isfacer 

las prestaciones establecidas en esta Ley.”  

 

Por tanto, tomando en consideración que de 

acuerdo a lo anterior la negativa ficta no se configura 

respecto de las autoridades Director de Pensiones y 

Jubilaciones, Director y Departamento de Gestión de 

Pensiones y Jubilaciones, todos del Instituto , ni tampoco se 

advierte que sean t itulares de la Junta Directiva ,  con 

fundamento en el artículo 55, fracción I I , en relación con el 

art ículo 54, fracción VI, de la Ley del Tribunal , se sobresee en 

el juicio respecto de la las autoridades Director de Pensiones 

y Jubilaciones, Director y Departamento de Gestión de 

Pensiones y Jubilaciones, todos del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja California .  

 



 

3.2. No obstante lo anterior,  en sus escritos de 

contestación de demanda y contestación a la ampliación de 

demanda, las autoridades Director, Director de Pensiones y 

Jubilaciones y Junta Directiva , todos del Instituto , plantean 

que, respecto de todas el las, se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracciones VI y XI,  

de la Ley del Tribunal , aduciendo que no existe acto 

impugnado atribuible a ellas, dado que la solicitud de 

pensión por jubilación fue presentada ante diversa 

autoridad.  

 

Por lo que hace al Director y al Director de 

Pensiones y Jubilaciones, ambos del Instituto , deberán 

estarse a lo resuelto en el punto 3.1. anterior en que se 

sobreseyó el juicio respecto a el las, por las razones ahí 

detal ladas.  

 

Por lo que respecta la Junta Directiva , la causal 

invocada deviene infundada, toda vez que en el caso de 

estudio sí existe la resolución o acto impugnado, atento a lo 

expuesto en el considerando segundo del presente fallo, por 

lo que no se configuran las causales de improcedencia 

referidas.  

 

Asimismo, debe decirse que, s i bien se impugna 

una resolución negativa ficta, configurada respecto de una 

solicitud presentada ante la Subdirección  con sello de 

recibido del Departamento de Gestión de Pensiones y 

Jubilaciones del Instituto , en el caso, debe entenderse que la 

negativa ficta se configuró respecto de la Junta Directiva , 

puesto que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

113, fracción I I I ,  de la Ley del  Instituto , de subsecuente 

inserción, es la Junta Directiva  la autoridad competente para 

dictar los acuerdos que resulten necesarios para satisfacer 

las prestaciones establecidas en la referida ley, tal como se 

señaló en el punto 3.1. anterior.  

 

“Art ículo 113.-  Corresponde a la Junta Di rectiva :  

[ . . . ]  

I I I .-  Dictar  los  acuerdos que resulten necesarios  para 

satis facer  las prestaciones establecidas en esta Ley .”  

 

Sirve de apoyo a lo anterior,  por analogía, y por 

las razones que lo integran, el criterio relevante 8/2023 

emitido por el Pleno de este Tribunal ,  de rubro: “NEGATIVA 

FICTA. ES ATRIBUIBLE A LA JUNTA DIRECTIVA DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 

GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, 

AUNQUE LA SOLICITUD DE PENSIÓN SE PRESENTE ANTE LA 

DIRECCIÓN DE PENSIONES Y JUBILACIONES DE ESE INSTITUTO.”  

 



 

Al emitir el referido criterio, el Pleno de este 

Tribunal  sostuvo que no podría sostenerse que la Junta 

Directiva  no hubiera tenido conocimiento de la petición de 

la parte demandante, en primer lugar, porque como ya 

quedó claro en la tesis, la Junta Directiva  forma parte de la 

misma administración que la autoridad que recibió dicha 

petición y, en segundo lugar, porque la Junta Directiva , fue 

parte en el presente juicio, pues en ese carácter fue 

emplazado y compareció a hacer valer las defensas que 

consideró oportunas.  

 

Máxime que, en el particular, se reclama la 

nulidad de una resolución de negativa ficta recaída a una 

solicitud de pago que es atribuible únicamente a la referida 

Junta Directiva ,  en términos de lo previsto en el artículo 113, 

fracción I I I ,  de la Ley del Instituto , transcrita en párrafos 

precedentes.  

 

3.3.  Finalmente, en sus escritos de contestación de 

demanda y contestación a la ampliación de demanda, la 

Jefa del Departamento de Gestión de Pensiones y 

Jubilaciones del Instituto  señala que se actualizan las 

causales de improcedencia previstas en el artículo 54, 

fracciones I I , VII I  y XI, de la Ley del Tribunal .  

 

Aduce que la negativa ficta tiene plena validez y 

que por tanto, no afecta el interés jurídico de la 

demandante, ya que la parte actora no cumplía con los 

requisitos necesarios para la procedencia de la pensión por 

jubilación, siendo este, el t iempo cotizado; asimismo, señala 

que la pretensión de la parte actora ya fue materia de 

resolución en otro proceso jurisdiccional, al haber promovido 

el juicio laboral **********2 en el que se le otorgó el 

reconocimiento de tiempo cotizado condicionado al pago 

de las cuotas correspondientes, por lo que el reclamo tiene 

calidad de cosa juzgada.  

 

Las causales de improcedencia hechas valer se 

desestiman, toda vez que los argumentos que vierte se 

encuentran íntimamente relacionadas con el fondo del 

presente asunto, circunstancia que será analizada en el 

apartado correspondiente.  

 

Sirve de sustento a lo anterior, el criterio emitido 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

la tesis de jurisprudencia  P./J. 135/2001, con registro digital 

187973, publicado en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta de enero de dos mil dos, de rubro y texto 

siguiente: 

 



 

“ IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI  SE HACE VALER 

UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL  ESTUDIO DE FONDO DEL 

ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE .  Las causales de 

improcedencia del ju ic io de garantías deben ser  claras e 

inobjetables, de lo que se desprende que s i  se hace valer una 

en la que se involucre una argumentación ínt imamente 

relacionada con el  fondo del negocio, debe desest imarse”.  

 

Al no hacerse valer diversas causales de 

improcedencia y sobreseimiento, ni advert irse la existencia 

de diversa de las previstas en la Ley del Tribunal , el presente 

juicio es procedente.  

 

CUARTO. Legislación aplicable .  Tomando en 

consideración que en el presente juicio se tiene como 

pretensión de fondo el otorgamiento de una pensión, a 

efecto de determinar si la parte actora cumple con los 

requisitos de ley para disfrutar la pensión solicitada es 

necesario precisar el ordenamiento legal aplicable a la 

presente controversia.  

 

Toda vez que la parte actora comenzó a cotizar al 

Instituto  antes de la entrada en vigor de la Nueva Ley del 

Instituto , y en atención al art ículo séptimo transitorio que de 

la Ley que regula a los trabajadores , se estima aplicable los 

siguientes ordenamientos legales que disponen lo siguiente.  

 

a) Constitución Polít ica del Estado Libre y Soberano de 

Baja California.  

 

“Art iculo 99.-  Las re laciones entre el  Estado y sus serv idores 

estarán reguladas por:  

[…]  

 

B.  La Ley del Inst i tuto de Segur idad y Serv ic ios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Munic ip ios del Estado de Baja 

Cal i forn ia, que establecerá las bases mínimas para regular e l 

régimen de segur idad social  que se logra a través de las 

aportaciones b ipart i tas de las cuotas del trabajador y de las 

aportaciones del ente empleador, sean suf ic ientes para cubr i r  

accidentes y enfermedades profes ionales,  las enfermedades 

no profes ionales y  matern idad, pens ión,  jubi lación,  la 

inval idez, vejez y  muerte.  

 

Las cuotas y aportaciones que se enteren al  organismo 

encargado de la segur idad social ,  regulándose en su Ley y en 

las que corresponda, a los s iguientes:  

 

I . -  A los trabajadores cons iderados así  por  la Ley del Serv ic io 

Civ i l  de los Trabajadores al  Serv ic io de los Poderes del  Estado 

y Munic ip ios de Baja Cal iforn ia, y a los trabajadores de los 

organismos públ icos incorporados conforme a los l ineamientos 

establecidos en la ley de la mater ia.  

[…]”  

 

b) Ley que regula a los trabajadores .  

 

“ARTÍCULOS TRANSITORIOS  

 

[…]  



 

 

CUARTO.-  Para los Trabajadores que a la fecha de entrada en 

v igor de la presente Ley, se encuentren ya cot izando al  fondo 

de pens iones y  jubi laciones del  Inst i tuto,  no les serán 

apl icables los requis itos para pens ionarse por Jubilación,  

establecida en la Ley del  In st ituto de Segur idad y Serv ic ios 

Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Munic ip ios del 

Estado de Baja Cal iforn ia; d ichos requis itos solo será requer ido 

a las nuevas generaciones, s iendo:  

 

Requis i to:  60 años de edad y 30 años de serv ic io e igual  t iempo 

de contr ibución al  Inst i tuto.  

 

Monto: 100% del  salar io regulador.  

 

Plazo: Vital ic ia con t ransmis ión por fal lecimiento.”  

 

“SÉPTIMO.-  Las presentes reformas no afectarán derechos 

adquir idos y  prestaciones adquir idas con anter ior idad a la 

presente Ley;  todos los trabajadores que in ic iaron sus 

cot izaciones, se jubi larán y  pens ionarán en los términos de la 

Ley de Inst ituto de Segur idad y Serv icios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno del Estado de Baja Cal i forn ia, 

publ icada en el  Per iódico Of ic ial  del  Estado, de fecha 20 de 

diciembre de 1970.”  

 

c) Ley del Instituto .  

 

“CAPITULO PRIMERO  

 

Dispos ic iones Generales.  

 

Art ículo 1o.-  La presente Ley se apl icará:  

 

I . -  A los t rabajadores de base cons iderados así  por  la Ley del 

Serv ic io Civ i l  de los Trabajadores al  Serv ic io de los Poderes del 

Estado y Munic ip ios de Baja Cal i forn ia;  

[…]”  

 

“SECCION I I  

 

Jubi lación.  

 

(REFORMADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 1984)  

Art iculo 67.-  T ienen derecho a la jubi lación,  los trabajadores 

con 30 años o más de serv ic ios e igual t iempo de contr ibución 

al  Inst i tuto, en los términos de esta Ley, cualquiera que sea su 

edad.  

 

La jubi lación dará derecho al  pago de una cant idad 

equivalente al  100% del sueldo regulador que se def ine en el  

Art ículo 72 y  su percepción comenzará a part i r  del  día 

s iguiente a aquel en que el  trabajador hubiese disfrutado el 

úl t imo sueldo por haber causado baja. “  

 

“Art iculo 116.-  Corresponde a la Junta Direct iva:  

(…)  

IV.-  Conceder, negar, suspender, modif icar y revocar las 

jub i laciones y pens iones en los términos de esta Ley;”  

 

d) Nueva Ley del Instituto .   

 

“TRANSITORIOS:  

[…]  

 

QUINTO.-  La presente Ley no afectará derechos adquir idos y 

prestaciones adquir idas con anter ior idad a la presente Ley. 

Todos los trabajadores que real izaron sus cot izaciones con 



 

anter ior idad a la presente Ley se jubi laran y pens ionaran de 

conformidad a lo establecidos en los art ículos trans itor ios de 

las Leyes que regulan las fracciones I  y I I ,  Apartado B, del 

art ículo 99 de la Const i tución Pol í t ica del Estado L ibre y 

Soberano de Baja Cal i forn ia.”  

 

Así pues, de la revisión de las constancias obrantes 

en autos, se advierte que el empleo o categoría actual de la 

parte actora es de Directora de Planeación, Transparencia y 

Comunicación del Consejo de la Judicatura del Estado de 

Baja California, asimismo se advierte que la parte actora 

comenzó a cotizar al fondo de pensiones del Inst ituto desde 

el treinta de septiembre de dos mil cinco.  

  

En ese sentido, al realizar la parte actora labores 

dentro del Consejo de la Judicatura del Estado de Baja 

California, y que su solicitud versa sobre una pensión por 

jubilación, resulta aplicable la Ley del Inst ituto [publicada en 

el Periódico Oficial del Estado de Baja California el veinte de 

diciembre de mil novecientos setenta], en virtud de la 

normativa antes citada, y que a la entrada en vigor de la 

Nueva Ley del Instituto, se contempló dentro del art ículo 

séptimo transitorio de la Ley que regula a los trabajadores , la 

aplicabil idad de la Ley del Inst ituto  a aquellos trabajadores 

que se encontrasen cotizando al Instituto antes de la entrada 

en vigor de la Nueva Ley del Instituto . 

 

 

5.1. Análisis de los motivos de inconformidad .  

 

En su único motivo de inconformidad, la parte 

actora alega que la omisión de la demandada para resolver 

su solicitud de pensión le causa perjuicio, al no darle a 

conocer los motivos y fundamentos que lo sustente, no 

obstante que cumple con los requisitos previstos en la Ley del 

Instituto  para ser acreedora de la referida pensión, pues con 

dicha omisión se le está causando un menoscabo en su 

salud, su economía y su entorno familiar,  pues se le está 

privando de los ingresos económicos que por derecho le 

corresponden.  

 

Por su parte, al contestar la demanda, la Junta 

Directiva  no expuso los fundamentos de hecho y de derecho 

en que se basó para sostener la validez de la negativa ficta 

impugnada, no obstante haber sido emplazada y ser la 

autoridad a quien le corresponde resolver sobre la pensión 

solicitada por la parte actora, ta l como se expuso en el 

Considerando Tercero de este fallo.  

 

Consecuentemente, en el presente fallo se 

analizará si al presentar la demanda [veinticuatro de marzo 

de dos mil veintidós] la parte actora cumplía o no con los 



 

requisitos previstos en la Ley del Inst ituto , a efecto de 

determinar si le corresponde el reconocimiento del derecho 

a obtener su pensión por jubilación.  

 

Así, conforme al contenido de los preceptos legales 

citados en el considerando anterior,  para tener derecho a la 

pensión por Jubilación los trabajadores de deberán tener:  

 

A) Treinta años de cotización al Instituto  y;  

B) Treinta años de servicio como mínimo.  

 

Resulta necesario precisar que el momento en que 

deben estar satisfechos los requis itos de ley para obtener la 

pensión por jubilación en el caso que se demande una 

negativa ficta es al presentar la demanda de nulidad y no a 

la fecha de la sol icitud de la pensión relativa, en virtud de 

que se comparte el criterio sostenido por el Pleno de este 

Tribunal en resolución de quince de febrero de dos mil  

dieciocho recaída al recurso de revisión interpuesto en el 

juicio 115/2016, cuya parte considerativa es del teno r 

siguiente. 

 

“El  punto a resolver,  cons iste en determinar en qué momento 

deben estar  sat is fechos los requis itos de ley para obtener la 

jubi lación en el  caso que se demande una negat iva f icta:  

 

¿A la presentación de la sol ic itud de jubilación; de la 

demanda; o al  momento de dictar sentencia?  

 

En el  caso que se demande en el  ju ic io una negat iva f icta, 

por  su naturaleza, los requis i tos para obtener el  derecho 

f ictamente negado deben estar sat is fechos a l  momento de 

presentar la demanda, conforme a las s iguientes  

cons ideraciones:  

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Just ic ia de la Nación 

ha sostenido el  cr i ter io, que la legit imación ad causam 

impl ica tener la t i tular idad de un derecho suscept ible de ser  

cuest ionado en el  ju ic io, la cual es indispensable para 

obtener sentencia favorable,  y  el  momento en que deben 

quedar colmados los requis itos sustant ivos es al  entablar la 

demanda y no durante la secuela procesal,  lo cual no debe 

soslayarse, n i  aún en aras del cumpl imiento al  pr incip io de 

economía procesal .  

 

CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. AL ENTABLAR LA DEMANDA EL 

ASEGURADO DEBE REUNIR EL REQUISITO DE EDAD PREVISTO EN 

EL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA 

EL 30 DE JUNIO DE 1997.  La legit imación "ad causam" impl ica 

tener la t i tular idad de un der echo suscept ible de ser  

cuest ionado en el  ju ic io, la cual es indispensable para 

obtener sentencia favorable y  la legit imación "ad procesum" 

es la potestad legal  para acudir  al  órgano jur isd iccional  con 

la pet ic ión de que se in ic ie la tramitación del ju ic io  o de una 

instancia. En congruencia con lo anter ior,  el  asegurado que 

pretenda demandar del  Inst i tuto Mexicano del  Seguro Social ,  

al  amparo de la Ley del  Seguro Social  v igente hasta el  30 de 

jun io de 1997, la pens ión de cesantía en edad avanzada, 

previamente a presentar  la demanda ante la Junta de 

Concil iación y  Arbit ra je, debe reunir  los requis itos de los 

art ículos 145 y 146 de dicha Ley, dado que el  incumpl imiento 

de alguno de el los se t raducirá en su falta de legit imación en 



 

la causa, provocando la improcedencia de la pretens ión 

deducida en ju ic io, en este caso, el  otorgamiento y pago de 

dicha pens ión; es decir ,  el  asegurado debe sat isfacer el  

requis ito de edad exig ido en el  indicado art ículo 145,  antes 

de presentar la demanda, ya que no es permis ible que lo 

haga durante la secuela procesal .  Por tanto, no es pos ible 

postergar su cumpl imiento hasta la etapa de demanda y 

excepciones donde se f i ja la controvers ia, porque los 

elementos sustant ivos deben estar  sat is fechos antes de 

in ic iarse el  ju ic io,  s in que una cuest ión procesal  como la 

relat iva a la f i jación de la l i t i s  pueda modif icar los.  Lo anter ior  

resulta también apl icable desde que el  asegurado sol ic ite en 

el  c itado Inst i tuto el  pago de la pens ión refer ida.  

 

Época: Novena Época, Regist ro: 167299,  Instancia: Segunda 

Sala,  T ipo de Tes is:  Jur isprudencia, Fuente:  Semanar io Judic ial  

de la Federación y  su Gaceta,  Tomo XXIX, Mayo de 2009, 

Mater ia(s):  Laboral ,  Tes is:  2a./J.  63/2009, Página:  102.  

 

Contradicción de tes is  196/2008-SS. Entre las sustentadas por 

los Tr ibunales Colegiados Tercero en Mater ia de Trabajo y 

Segundo en Mater ia de Trabajo (entonces Segundo en 

Mater ias Administrat iva y  de Trabajo),  ambos del  Cuarto 

Circuito. 11 de marzo de 2009 . Mayoría de t res votos.  

Dis identes:  Sergio Salvador Aguir re Anguiano y Mar iano 

Azuela Güit rón. Ponente: Mar iano Azuela Güitrón.  Encargado 

del engrose:  José Fernando Franco González Salas.  

Secretar ia:  Sof ía Verónica Ávalos Díaz.  

 

Razones por las cuales el  Tr ibunal Nacional,  sost iene que el  

momento en que deben quedar colmados los requis itos 

sustanciales es al  entablar la demanda.  

 

“En cambio, en la presente contradicción el  punto a 

esclarecer alude al  momento en que se actual izan los 

elementos de la acción para poder tenerla por acreditada en 

el  ju ic io,  cuando el lo ocurre con poster ior idad a la 

presentación de la demanda, especí f ica mente en la etapa 

de demanda y excepciones.  

 

En otras palabras, aunque en ambas contradicciones se 

aborda el  tema de la actual ización de los elementos de la 

acción,  s in  embargo, en la 78/99 -SS se anal izó el  momento a 

part i r  del  cual in ic ia el  pago de la pens ión, en cambio, en la 

presente,  el  efecto que produce la actual ización de los 

elementos de la acción al  momento de celebrarse la 

audiencia,  en su etapa de demanda y excepciones y no 

desde la presentación de la demanda.  

 

En este orden,  debe abordarse el  tema y determinar el  cr i ter io 

que debe regir  las s i tuaciones jur íd icas s imilares que se 

presenten en el  futuro.  

 

SEXTO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Just ic ia de 

la Nación cons idera que debe prevalecer, con carácter de 

jur isprudencia, el  cr i ter io que se sustenta en esta resolución.  

 

Para abordar el  tema controvert ido,  es necesar io tener en 

cuenta el  contenido del  art ículo 123,  apartado A, fracción 

XXIX,  de la Const itución Federal ,  y  el  de los d iversos 145 y  146 

de la Ley del Seguro Social .  

 

"Art ículo 123. Toda persona t iene derecho al  trabajo digno y 

socialmente út i l ;  al  efecto, se promoverán la creación de 

empleos y la organización social  para el  trabajo,  conforme a 

la ley.  

 

"E l  Congreso de la Unión,  s in contravenir  a las bases s iguientes 

deberá expedir leyes sobre el  trabajo, las cuales regirán  

 



 

"A.  Entre los obreros, jornaleros, empleados domést icos, 

artesanos y  de una manera general ,  todo contrato de 

trabajo:  

" . . .  

"XXIX.  Es  de ut i l idad públ ica la Ley del  Seguro Social ,  y  el la 

comprenderá seguros de inval idez,  de vejez, de v ida,  de 

cesación involuntar ia del trabajo, de enfermedades y 

accidentes,  de serv ic ios de guardería y  cualquier otro 

encaminado a la protección y  b ienestar  de los trabajadores, 

campesinos, no asalar iados y  otros sectores sociales y  sus 

famil iares."   

 

Este precepto contempla que la Ley del Seguro Social  es de 

ut i l idad públ ica y  que en el la se deben comprender diversos 

seguros encaminados a la protección y b ienestar  de los 

trabajadores, y sus famil iares.  

 

En relación con el  seguro de cesación involuntar ia del  

trabajo,  la Ley del  Seguro Social  derogada lo contemplaba 

en sus art ículos 145 y  146,  y aunque quedaron transcr itos con 

antelación, conviene reproducir los nuevamente:  

 

"Art ículo 145. Para gozar de las prestaciones del seguro de 

cesantía en edad avanzada se requiere que el  asegurado:  

 

" I .  Tenga reconocido en el  inst i tuto un mín imo de quin ientas 

cot izaciones semanales;  

" I I .  Haya cumpl ido sesenta años de edad; y  

" I I I .  Quede pr ivado de t rabajo remunerado."  

 

"Art ículo 146. E l  derecho al  goce de la pens ión de cesantía 

en edad avanzada comenzará desde el  día en que el  

asegurado cumpla con los requis i tos señalados en el  art ículo 

anter ior ,  s iempre que sol ic ite el  otorgamiento de dicha 

pens ión y haya s ido dado de baja del  régimen del  seguro 

obl igator io."  

 

E l  pr imero de los preceptos señalaba que había cesantía en 

edad avanzada cuando el  asegurado quedaba pr ivado de 

trabajo remunerado, contar  con sesenta años de edad y 

tuviera reconocidas ante el  Inst ituto Mexicano del  Seguro 

Social ,  un mín imo de quin ientas cot izaciones semanales.  

 

Por su parte, el  art ículo 146 preveía que el  derecho al  goce 

de la pens ión de cesantía en edad avanzada comenzaría 

desde el  día en que el  asegurado cumpl iera con los requis i tos 

que marcaba el  art ículo 145, s iempre que sol ic itara el  

otorgamiento de dicha pens ión.  

 

Con el  propósito de resolver  el  punto de contradicción que 

previamente ha s ido del imitado, se est ima indispensable 

def in ir  lo que debe entenderse por legit imación en la causa,  

así  como en qué cons iste la legit imación en el  proceso,  por 

ser conceptos que están ínt imamente l igados con el  

problema jur íd ico que es mater ia de este asunto,  a saber, en 

qué momento debe quedar colmado el  requis i to previsto en 

la fracción I I  del  art ículo 145 de la Ley del Seguro Social  

actualmente derogada, relat ivo a la edad del tr abajador 

para obtener sentencia favorable en un ju ic io laboral  en el  

que demande del Inst i tuto Mexicano del Seguro Social ,  el  

otorgamiento y  pago de una pens ión de cesantía en edad 

avanzada, esto es, s i  debe ser previo a la presentación de la 

demanda o puede ser en la etapa de demanda y 

excepciones.  

 

Para el  f in establecido resul ta út i l  acudir  a l  cr iter io sustentado 

por esta Segunda Sala en la tes is que dice:  

 

"LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA, DETERMINACIÓN DE 

EXISTENCIA DE LA. DEBE ESTARSE AL MOMENTO EN QUE SE 



 

EJERCITA LA ACCIÓN O SE PROMUEVE LA INSTANCIA, Y NO A 

LA FECHA EN QUE SE FIRMA EL ESCRITO RESPECTIVO. Por 

legit imación procesal act iva se ent iende la potestad legal 

para acudir  al  órgano jur isd iccional con la pet ic ión de que 

in ic ie la tramitación del  ju ic io o de una instancia. A esta 

legit imación se le conoce con el  nombre de ‘ad procesum’ y 

se produce cuando el  derecho que se cuest ionará en el  ju ic io 

es e jerc itado en el  proceso por quien t iene apt itud para 

hacerlo valer ,  a diferencia de la legit imación ‘ad  causam’ 

que impl ica el  tener la t itular idad de ese derecho 

cuest ionado en el  ju ic io. La legit imación en el  proceso se 

produce cuando la acción es e jerc itada en el  ju ic io por aquél 

que t iene apt itud para hacer valer el  derecho que se 

cuest ionará,  b ien porque se ostente como t i tular de ese 

derecho o bien porque cuente con la representación legal de 

dicho t i tular .  La legit imación ‘ad procesum’ es requis ito para 

la procedencia del  ju ic io, mientras que la ‘ad causam’ lo es 

para que se pronuncie sentencia favora ble. Ahora bien, de 

los pr incip ios expuestos se desprende que antes del  ju ic io o 

instancia no puede hablarse de legit imación procesal  act iva, 

pues ésta se produce únicamente hasta el  momento en que 

se ejerc ita la acción en el  proceso por quien t iene apt itu d 

para hacerla valer;  es decir ,  sólo dentro del proceso puede 

conf igurarse la legit imación procesal  del  promovente.  Así ,  la 

acción nace con su ejerc ic io ante el  órgano jur isd iccional;  

antes de dicho ejerc ic io no hay acción; por lo tanto,  el  actor  

debe tener apt itud para ejerc itar su acción en el  momento 

mismo de ese ejerc icio. Los elementos relacionados l levan a 

concluir  que para determinar s i  se produce la legit imación 

procesal  act iva en el  ju ic io,  debe estarse al  momento o fecha 

en que el  actor presente su demanda o, en su caso,  a aquél la 

en que el  recurrente promueva su instancia. En cambio, no 

será correcto estar a la fecha en que s implemente se f i rme el  

escr ito respect ivo. Lo anter ior se pone de rel ieve s i  se 

cons idera que la sola f i rma de los escr i tos que se presentarán 

en el  proceso, no t iene n ingún efecto en el  mundo jur íd ico, 

pues no es s ino hasta el  momento en que el  escr ito se 

presenta ante el  órgano jur isd iccional cuando se surt i rán los 

efectos procesales correspondientes. Por  lo tanto,  es claro 

que debe atenderse al  momento de presentación de la 

demanda o del recurso ante el  respect ivo órgano 

jur isd iccional para juzgar sobre la legit imación procesal,  

s iendo incorrecto examinarla antes de ese momento." (4)   

 

Del  cr i ter io anter ior  der iva con toda n it idez que la 

legit imación "ad causam" impl ica tener la t i tular idad de un 

derecho suscept ible de ser  cuest ionado en el  ju ic io,  a 

diferencia de la legi t imación "ad procesum" que se produce 

hasta que la acción es e jerc i tada en el  ju ic io por quien t iene 

apt itud para hacer valer e l  derecho que se cuest ionará, por 

ser e l  t i tular o representante del mismo.  

 

Así ,  mientras la legit imación en el  proceso es requis i to para la 

procedencia del ju ic io, la legit imación en la causa es 

indispensable para obtener sentencia favorable.  

 

De los pr incip ios expuestos se desprende que antes del ju ic io 

o instancia no puede hablarse de legit imación procesal  

act iva,  pues ésta se produce únicamente hasta el  momento 

en que se ejerc ita la acción en el  proceso por quien t iene 

apt itud para hacer vale r  aquél la;  es decir ,  sólo dentro del  

proceso puede conf igurarse la legit imación procesal  del 

promovente.  

 

En otro sent ido, es vál ido af irmar que la acción nace con su 

ejerc ic io ante el  órgano jur isd iccional;  antes de dicho 

ejerc ic io no hay acción;  por tanto,  e l  actor  debe tener 

apt itud para ejerc itar la en el  momento mismo de hacerla 

valer.  

 



 

Ese derecho de acción abstracto que se concret iza en un 

proceso se ejerc ita a través de un acto int roduct ivo 

denominado demanda dir ig ida a la autor idad jur isd iccional 

para que in ic ie el  proceso; en cambio, la pretens ión del actor 

no va dir ig ida al  Juez s in o a la contraparte,  por esa razón la 

demanda debe contener lo que se p ide y los fundamentos de 

hecho y de derecho que apoyen aquél la.   

 

En ese aspecto,  la demanda es un acto jur íd ico uni lateral  de 

voluntad cuya ex istencia depende de que se produzca 

vál idamente la manifestación de voluntad en la forma y con 

los requis i tos ex ig idos por la ley procesal  y  atendiendo a la 

naturaleza de la pet ic ión que se formule o de la prestación 

que se reclame. Es el  acto que generalmente por escr ito, 

provoca la actuación de la autor idad jur isd iccional ,  es 

introduct ivo y s i rve de postulación como un instrumento 

adecuado para el  e jerc ic io de la acción y  la form ulación 

consecuente de la pretens ión,  cuyo objet ivo es obtener la 

apl icación de la ley en la solución de la controvers ia 

planteada.  

 

Por esa razón la Const itución Federal  en el  art ículo 17, párrafo 

segundo, garant iza a favor de los gobernados el  acceso 

efect ivo a la just ic ia, dada la prohib ic ión que der iva de este 

precepto magno de que los part iculares se hagan just ic ia por 

propia mano, cuyo derecho fundamental  cons iste 

bás icamente,  en la pos ib i l idad de ser  parte dentro de un 

proceso y a provocar la act iv idad jur isd iccional que, una vez 

cumpl idos los respect ivos requis itos procesales, permite 

obtener una decis ión en la que se resuelvan l as pretens iones 

deducidas,  con la part icular idad de que los gobernados 

deberán acudir  a la tutela jur íd ica del  Estado, cuando se 

actual ice en su per ju ic io la v iolación de un derecho, el  

desconocimiento de una obl igación,  o cuando t ienen la 

necesidad de que se declare, preserve o const i tuya un 

derecho, s i  alguna de estas pretens iones no ha s ido lograda 

s in la intervención coact iva del  Estado.  

 

Es apl icable en lo conducente el  cr iter io de la ext inta Tercera 

Sala que dice:   

 

"ACCIONES CIVILES,  EL EJERCICIO DE LAS, NO CONSTITUYE 

ACTO ILÍCITO NI ABUSO DEL DERECHO. E l  e jerc ic io de las 

acciones c iv i les  no const i tuye un hecho i l íc i to, n i un abuso del 

derecho. No lo pr imero, porque por hecho i l íc ito debe 

entenderse en un sent ido lato,  aquél que es contrar io a las 

leyes de orden públ ico o a las buenas costumbres, y  es obvio 

que el  e jerc ic io de una acción c iv i l  ante los t r ibunales, 

aunque no prospere,  es un derecho que dentro de un régimen 

jur íd ico responde a la necesidad de evitar  la venganza 

pr ivada o a la idea de evitar que cada quien se haga just ic ia 

por propia mano, según pr incip io consagrado en el  art ículo 

17 const i tucional .  Tampoco es lo segundo, porque no es un 

abuso del  derecho el  acudir  a los t r ibunales para ex ig ir  la 

tutela jur íd ica del Estado frente a la v iolación de un derecho, 

al  desconocimiento de una obl igación o a la necesidad de 

declarar,  preservar o const i tu ir  un derecho."(5)   

 

Con base en las premisas establecidas,  esta Segunda Sala 

concluye que el  asegurado que pretenda demandar del 

Inst ituto Mexicano del Seguro Social  al  amparo de la 

derogada ley que r ige ese inst i tuto,  la pens ión de cesantía en 

edad avanzada, debe reunir ,  previo a presentar la demanda, 

los requis itos previstos en los art ículos 145 y 146 de dicha ley,  

dado que su incumpl imiento se traduce en la falta de 

legit imación en la causa, provocando la improcedencia de 

la pretens ión deducida en ju ic io, en este caso, la c ondena al  

otorgamiento y pago de la pens ión de cesantía en edad 

avanzada; por tanto, s i  un asegurado presenta la demanda 

antes de cumpl i r  con el  requis i to de la edad, no podrá 



 

obtener laudo favorable,  porque ese elemento incide en la 

falta de legit imación en la causa, s in que sea permis ible 

sat is facer ese requis i to durante la secuela procesal ,  porque 

se re itera, los elementos de la acción deben estar colmados 

al  entablarse la demanda, pues eso demuestra que a pesar 

de que el  actor  era t i tular de un derecho sustant ivo,  el  

obl igado a reconocerlo se negó injust if icadamente a 

admit ir lo obl igando al  t itular a sol ic itar la intervención de la 

autor idad judic ial ,  lo anter ior  resul ta tamb ién apl icable desde 

que el  asegurado sol ic ite en el  c itado inst ituto el  pago de la 

pens ión refer ida.  

 

No es obstáculo a la conclus ión alcanzada la c ircunstancia 

de que la acción mater ia de debate, debe ser e jerc ida ante 

una Junta Federal  de Concil iación y Arbitra je,  cuyo proceso 

se r ige por las normas adjet ivas previstas en la Ley Federal  del  

Trabajo y  que conforme a la jur isprudencia de la ext inta 

Cuarta Sala que enseguida se reproduce, la l i t is  en el  ju ic io 

ordinar io laboral  se f i je en la etapa de demanda y 

excepciones, como der iva del  s iguiente cr iter io que dice:   

 

"RÉPLICA Y CONTRARRÉPLICA, SON ALEGACIONES QUE DEBEN 

SER CONSIDERADAS POR LAS JUNTAS AL EMITIR EL LAUDO, YA 

QUE TIENEN POR OBJETO PRECISAR LOS ALCANCES DE LA LITIS  

YA ESTABLECIDA. De acuerdo con lo dispuesto por el  art ículo 

878 de la Ley Federal  del  T rabajo,  la controvers ia laboral  se 

f i ja en la audiencia de demanda y excepciones, ya que es la 

etapa en la que se plantean las cuest iones aducidas por las 

partes en vía de acción y excepción, donde el  actor expone 

su demanda, rat i f icándola o modif icándola y  pre cisando los 

puntos pet itor ios,  y  e l  demandado procede en su caso a dar 

contestación a la misma, oponiendo excepciones y  defensas,  

ref i r iéndose a todos y cada uno de los hechos af irmados por 

su contraparte y  en cuya fase del ju ic io las partes pueden por 

una sola vez repl icar y contrar repl icar . Ahora bien, estas 

f iguras procesales,  que no deben confundirse con la 

ampl iación de la demanda n i con la reconvención, puesto 

que no cambian n i ampl ían la mater ia or iginal del ju ic io, sólo 

const ituyen alegaciones que en los términos de la f racción VI  

del c itado precepto, pueden formular las partes en relación 

a las acciones y  excepciones p lanteadas en su demanda y 

contestación, con el  propósito l imitado de precisar  los 

alcances de la controvers ia;  por  tanto,  debe conclu ir se que 

la répl ica y  contrarrépl ica,  en caso de que las partes quieran 

hacerlas,  son alegaciones que rat i f ican la l i t is  en el  ju ic io 

laboral  y,  que,  s i  se asentaron en el  acta correspondiente, 

deben tenerse en cons ideración al  emit i r se el  laudo"(6)  

 

Puesto que de la c ircunstancia de que la controvers ia se f i je 

en la audiencia de ley,  no se s igue que los elementos de la 

acción ejerc ida puedan colmarse hasta esa etapa, dado que 

como ya se expl icó,  para obtener laudo favorable es requis ito 

indispensable que los elementos de aquél la estén 

plenamente demostrados al  momento de presentar  la 

demanda; esto es, la t itular idad del derecho que se cuest iona 

en ju ic io debe ser anter ior a la presentación de la demanda, 

que es la que da surgimiento al  derecho de acció n.  

 

Lo anter ior  es así ,  s i  se toma en cons ideración que la 

contestación de demanda debe ser producida precisamente 

en relación con los hechos y  pretens iones contenidos en la 

demanda, y s i  b ien acorde con lo previsto en el  art ículo 878,  

f racción I I ,  de la Ley Federal  del  Trabajo,(7) ex iste la 

pos ib i l idad de que la parte actora en la fase de demanda y 

excepciones pueda modif icar la, y que dicha modif icación e 

incluso la répl ica y contrar répl ica que se formulen 

oportunamente, deban formar parte de la l i t i s ,  esa 

consecuencia procesal no puede inf lu ir  en aspectos 

sustant ivos at inentes a los elementos de la acción, los cuales 

deben estar  sat isfechos antes de in ic iarse el  ju ic io, pues 



 

precisamente sobre el los es que versará la contestación que 

dé el  demandado, ya que de lo contrar io se dejar ía en estado 

de indefens ión a este últ imo, s in  que sobre este aspecto, 

pueda invocarse la tutela a favor de la clase trabajadora que 

der iva de los pr incip ios rectores de las normas laborales,  pues 

esa tutela no t iene el  alcance de soslayar los elementos de la 

acción.   

 

Corolar io de lo anter ior,  es que el  propio art ículo 146 de la 

Ley del Seguro Social  establezca que el  derecho al  goce de 

la pens ión de cesant ía en edad avanzada comienza desde el  

día en que el  asegurado cumple con los requis i tos del d iverso 

art ículo 145, entre el los,  e l  de la edad, s iempre que la sol ic ite 

y haya s ido dado de baja del régimen obl igator io.  

 

No pasa inadvert ido para esta Segunda Sala la c ircunstancia 

de que el  requis i to de edad a que alude la norma sujeta a 

interpretación en este asunto,  const i tuye una condic ión 

resolutora, que impide el  nacimiento del derecho hasta que 

aquél la se cumpla,  por lo que no es pos ible ex ig ir  su 

sat is facción por la vía judic ial  antes del surgimiento de la 

obl igación respect iva, dado que en tales condic iones ex iste 

una fal ta de legit imación en la causa de la parte actora que 

impide a ésta obtener resolución favorable,  por  lo que n i  en 

aras del cumpl imiento del pr incip io de economía procesal ,  se 

puede soslayar la ausencia del derecho sustant ivo,  der ivado 

de la falta de cumpl imiento de todos sus elementos.”  

 

No pasa inadvert ido que en el  úl t imo párrafo del  texto de la 

tes is  se indica: “Lo anter ior resul ta también apl icable desde 

que el  asegurado sol ic ite en el  c itado Inst ituto el  pago de la 

pensión refer ida”. S in embargo, lo anter ior no es apl icable al  

caso concreto porque como consta del  cuerpo de la 

resolución de la contradicción de tes is  196/2008 SS,  el  art ículo 

interpretado fue el  art ículo 145 de la abrogada Ley del  Seguro 

Social ,  teniendo en cuenta que: “…precisamente dicho 

precepto, en su fracción I I ,  establece que para tener derecho 

al  otorgamiento de la pens ión de cesantía el  demandante 

debe tener cumpl idos, al  momento de sol icitar la pens ión, los 

sesenta años cumpl idos, entendiéndose que in ic ia esa 

sol ic itud cuando acude ante las Juntas de Conci l iación y 

Arbit ra je a demandar su derecho.”  

 

La cons ideración del  Tr ibunal  Nacional ,  en el  sent ido de que 

los requis i tos para el  otorgamiento de la prestación de 

segur idad social  deben cumpl i r se al  momento de sol ic itar la, 

no es apl icable al  caso concreto, puesto que la demanda, en 

la legis lación interpretada por la Corte,  hace las veces de 

sol ic itud.  

 

Razones por las cuales es apl icable la Tes is  2a./J.  63/2009 no 

obstante que se emit ió en mater ia Laboral  y ,  la expl icación 

de cómo r ige la legit imación en la causa en mater ia 

Administ rat iva en la cual  opera el  pr incip io de decis ión 

previa.  

 

Este requis i to cons iste en que no son admis ibles pretens iones 

frente a la administración públ ica ante los tr ibunales s in  la 

ex istencia de una manifestación de voluntad de la ent idad 

públ ica en relación a la cual la pretens ión se formula.  

 

Es un requis i to de procedibi l idad del  ju ic io. Conforme al  

art ículo 40,  f racción VI,  de la Ley del Tr ibunal :  

“Art ículo 40. -  E l  ju icio ante el  T r ibunal  de lo Contencioso 

Administ rat ivo,  es improcedente contra actos o resoluciones:  

…  

VI . -  Cuando de las constancias de autos apareciere 

claramente, que no ex iste la resolución o acto impugnado”  

 

LA DECISIÓN PREVIA Y LA LEGITIMACIÓN AD CAUSAM.  



 

Los elementos sustant ivos se sat is facen cuando los hechos se 

subsumen en la h ipótes is normativa que contempla el  

derecho.  

1).Cuando ex iste acto administrat ivo def init ivo.  

En este supuesto, la subsunción debe ser previa a su emis ión, 

el  ju ic io de nul idad ante el  órgano jur isd iccional pers igue 

asegurar  la v igencia del  pr incip io de legal idad 

administrat iva, lo cual impl ica anal izar  el  acto administ rat ivo 

en los términos y cond ic iones en que fue emit ido.  En 

consecuencia,  s i  cuando fue emit ido no exist ía subsunción de 

los hechos a la norma, no ex ist ía el  derecho pretendido.  

 

E l  ju ic io contencioso administrat ivo ante este Tr ibunal,  por  

regla es revisor  de la legal idad de la actuación administ rat iva 

que culmina con un acto administ rat ivo def in it ivo,  por  lo que 

la pretens ión procesal del part icular  en el  ju ic io deberá 

dir ig i rse contra éste úl t imo.  

 

En conclus ión,  los requis i tos sustanciales deben estar 

sat is fechos desde la emis ión del acto administrat ivo def in it ivo 

(debidamente not i f icado),  que es previo a la presentación de 

la demanda ante el  Tr ibunal.  

 

2).  Cuando ex ista negat iva f icta  

 

La Ley del  Tr ibunal regula la negat iva f icta en su art ículo 45, 

párrafo cuarto:  

 

“Art ículo 45. -La demanda deberá formularse por escr ito y 

presentarse directamente ante la Sala correspondiente al  

domici l io del actor o enviarse por correo cert if icado, dentro 

de los quince días s iguientes,  a aquel  en que haya surt ido 

efectos la not i f icación del acto o resolución impugnados,  o 

al  día en que se haya tenido conocimiento del mismo.  

…  

En los casos de negat iva f icta, el  interesado podrá interponer 

la demanda en cualquier  t iempo mientras no se dicte 

resolución expresa,  y s iempre que haya transcurr ido el  

término en que esta autor idad debió dictar resolución. A fal ta 

de término establecido,  el  s i lencio de las autor idades 

administrat ivas se cons iderará resolución negat iva cuando 

transcurran sesenta días naturales.  

…”  

 

Ex is te negat iva f icta cuando ha transcurr ido el  término en que 

la autor idad debió dictar resolución.  

 

NATURALEZA DE LA NEGATIVA FICTA  

La f icción legal  la estableció el  legis lador a favor del 

just ic iable,  sólo para el  efecto de que sat is f ic iera el  requis ito 

de procedibi l idad del ju ic io; no es una negat iva de 

naturaleza sustancial  s ino procesal ,  no es la expres ión de 

voluntad de la adminis t ración públ ica que produce efectos 

jur íd icos y goza de la presunción de legal idad, por tanto, no 

es de un acto administ rat ivo.   

 

Así  se expl ica que no ex iste plazo para la interpos ic ión de la 

demanda, y  no ex ime a la autor idad del  deber de dar 

respuesta a la pet ic ión,  según se lee del art ículo 45 antes 

transcr ito, por  lo que el  just ic iable t iene la opción de esperar 

la resolución expresa o demandar ante el  órgano 

jur isd iccional.  

 

La función de la sol icitud en la negat iva f icta.  

 

La sol ic itud de pens ión de jubi lación const i tuye la condic ión 

para el  nacimiento de la negat iva f icta.  

 

La legit imación en la causa impl ica ser el  t itular  del derecho 

controvert ido en ju ic io, la t i tular idad del derecho impl ica que 



 

los hechos se subsumieron en la h ipótes is normativa que 

concede el  derecho. S i  el  sol ic itante esta en apt itud de 

esperar la resolución expresa, o b ien de promover el  ju ic io 

ante el  órgano jur isd iccional,  no t iene la carga de promover 

el  ju ic io y está en apt itud de hacerlo cuando los hechos se 

subsuman en la h ipótes is  normativa que concede el  derecho.  

 

En otras palabras,  una vez sat is fecho el  requis i to de 

procedibi l idad del ju ic io administ rat ivo, la condic ión del 

demandante es análoga a la del demandante en el  ju ic io 

laboral ,  por tanto,  es apl icable la jur isprudencia de la 

Segunda Sala de la Suprema Cort e de Just ic ia de la Nación, 

que sost iene que los requis itos sustant ivos deben estar 

sat is fechos al  entablar la demanda.  

 

En esencia,  el  Máximo Tr ibunal sost iene como argumento toral  

que la legit imación ad causam impl ica tener la t i tu lar idad de 

un derecho suscept ible de ser  cuest ionado en el  ju ic io,  la 

cual es indispensable para obtener sentencia favorable a su 

pretens ión,  lo  cual  impl ica que el  actor  debe ser,  a la 

presentación de la demanda, t i tular  del  derecho que 

just if ique la pretens ión.   

En palabras l lanas,  los elementos sustant ivos del  derecho 

deben estar sat is fechos antes de la presentación de la 

demanda y no durante el  proceso. Sólo quienes eran t i tulares 

del derecho al  presentarse la demanda, pueden obtener 

sentencia favorable.  

 

E l  Máximo Tr ibunal  sost iene este cr iter io en cons ideraciones 

de naturaleza teór ica relacionados con la Teoría General  del 

Proceso, respecto de conceptos tales como “legit imación ad 

causam”, “ legit imación ad processum”,  “pretens ión”, 

“acción”, etc.   

 

En nuestra legis lación local,  esta premisa que previamente a 

la presentación de la demanda se debe ser  t i tular  de un 

derecho para obtener sentencia favorable, se encuentra 

plasmada en el  art ículo 1 del Código de Procedimientos 

Civ i les del Estado de Baja Ca l iforn ia, que en sus fracciones I  

y I I  establecen:  

 

“Art ículo 1. -  E l  e jerc icio de las acciones civ i les requiere:  

I . -  La ex istencia de un derecho;  

I I . -  La v iolación de un derecho o el  desconocimiento de una  

obl igación, o la necesidad de declarar ,  preservar o const itu i r  

un derecho;  

…”  

Este precepto establece un pr incip io general  del  derecho 

procesal .  En mater ia administrat iva, el  Código de 

Procedimientos Civ i les del  Estado de Baja Cal iforn ia,  es 

apl icable supletor iamente.  

 

La cons ideración de la Suprema Corte de Just ic ia de la 

Nación,  es apl icable a todo t ipo de ju ic ios, sus argumentos se 

sost ienen en la Teoría General  del  Proceso cuyos conceptos 

son apl icables a todo t ipo de procesos independientemente 

de la mater ia.  

 

Conforme al  cr i ter io de nuestro Máximo Tr ibunal,  el  ju ic io es 

para el iminar el  daño producido por la les ión de un derecho 

y no para evitar el  daño que podría der ivar de la les ión de un 

derecho futuro. Ut i l izando la terminología de Piero 

Calemandrei ,  “el  ju ic io es de tutela repres iva y no prevent iva” 

.   

 

Así ,  en caso de que el  acto impugnado sea una negat iva 

f icta, los requis i tos para que se reconozca en el  ju ic io el  

derecho sol ic itado y f ictamente negado, deben estar 

sat is fechos a la presentación de la demanda.  

 



 

Por lo anter ior,  es que resul ta infundado el  argumento de la 

actora,  en el  sent ido de que la Sala debió valorar  s i  al  

momento de dictar la sentencia recurr ida se cumpl ían con los 

requis itos para obtener la jubi lación,  ya que, como lo 

estableció la Suprema Corte de Just ic ia de la Nación, los 

elementos de la acción deben estar colmados al  entablarse 

la demanda y no durante la secuela del  ju ic io.  

 

Ahora bien, en razón de que resul ta fundado los agravios 

tercero y cuarto hecho valer por la parte actora recurrente, 

en el  sent ido de que, en el  caso de una negat iva f icta,  los 

requis itos para obtener la jubi lación deben estar  sat isfechos 

al  momento de presentar  la demanda, la Sala indebidamente 

resolv ió la controvers ia planteada cons iderando que los 

mencionados requis i tos debían reunirse al  momento de 

presentar la sol ic itud.”  

 

En ese orden de ideas, atendiendo a que la parte 

actora pretende el reconocimiento de un derecho que se 

autoatribuye, conforme al artículo 277 del Código , le 

corresponde la carga de acreditar los extremos de su 

pretensión, esto es, tener derecho a lo sol icitado.  

 

En efecto, dado que la parte actora afirma en su 

escrito inicial de demanda que cumple con los requisitos 

legales para alcanzar su pensión, mientras que la autoridad 

niega que los reúna, corresponde a la que afirma [parte 

actora] la carga de demostrar los hechos en los que 

descansa su pretensión.  

 

Verificación del requisito señalado en el inciso A) . 

 

Obran en autos diversos elementos de prueba, 

entre ellos destaca a foja 425, original del documento 

consistente en el Estudio de Cotizaciones a nombre de la 

parte actora, expedido por la Jefa del Departamento 

Histórico de Cotizaciones del Instituto , en el que se establece 

que la parte actora [al veintiséis de agosto de dos mil  

veintidós] había cotizado  al fondo de pensiones y 

jubilaciones del Instituto  dieciséis años, seis meses y siete 

días.  

 

Documental que, con fundamento en los artículos 

285, fracción I I I ,  322, fracción I I , 323 y 405 del Código , t iene 

valor probatorio pleno y alcance demostrativo para 

acreditar que la parte actora no cumple con el requisito 

precisado bajo el inciso A), es decir, que no cuenta con un 

mínimo treinta años de cotizaciones al fondo de pensiones y 

jubilaciones del Instituto , como lo dispone el art ículo 67 de 

la Ley del Instituto .  

 

Sin que pase desapercibido que la parte actora, 

en su escrito de ampliación de demanda, manifiesta que 

jur isdiccionalmente se encuentra reconocido su derecho, a 

gozar del régimen de seguridad social integral desde el 



 

veintiuno de enero de mil novecientos ochenta y cinco 

[derivado de la ejecutoria dictada el s iete de abri l de dos 

mil cuatro en el juicio laboral burocrático **********2 del 

Tribunal de Arbitraje del Estado] y que aún cunado no cubrió 

las cuotas que le correspondían por dicho periodo, -a la 

fecha de presentación de la demanda- haya prescrito la 

facultad del Instituto  para cobrarle las cuotas 

correspondientes desde esa fecha, al veintinueve de 

septiembre de dos mil cinco, en términos de lo previsto en 

los artículos 92 y 93 de la Ley del Instituto . 

 

A efecto de dar claridad a la respuesta que a tal 

planteamiento se dé, es necesario precisar lo s iguiente:  

 

La parte actora aportó al juicio copia del referido 

laudo 1, en el que se condenó al Instituto  a incorporarla en el 

régimen de seguridad social, con efectos a part ir del 

veintiuno de enero de mil novecientos ochenta y cinco, 

circunstancia que no se encuentra controvert ida en el juicio.  

 

Expuso que, en cumplimiento a dicho laudo, el 

Poder Judicial del Estado, en su carácter de patronal, 

celebró con el Instituto  un convenio de pago por la cantidad 

de **********3 por concepto del pago de las aportaciones a 

que fue condenado; convenio que fue pagado y cumplido, 

tal como lo reconoció la propia parte actora.  

 

No asiste la razón a la actora, ya que, incluso en 

el supuesto de que se encontrara prescrita la facultad del 

Instituto  para cobrar a la parte actora las cuotas 

correspondientes al periodo del veintiuno de enero de mil 

novecientos ochenta y cinco al veintinueve de septiembre 

de dos mil cinco, ello no s ignifica que los montos -por 

concepto de dichas cuotas- se encuentren cubiertos o 

pagados, pues no existe disposición en ese sentido, por lo 

que no pueden tenerse como periodos efectivamente 

cotizados, toda vez que, la parte actora no pagó las cuotas 

correspondientes, y por tanto, se encontraría imposibil itada 

jur ídicamente de obtener beneficios originados de su actuar 

doloso o negligente.  

 

Corrobora lo anterior, que en el Considerando VII 

del referido laudo, se precisó:  

 

“[…] en la intel igencia de que para hacerse acreedora la parte 

actora **********1,  de los beneficios  del  régimen de seguridad 

socia l  que otorga el  Inst i tuto de Segur idad y Serv ic ios Sociales 

de los Trabajadores del Gobierno y Municip ios del Estado de Baja 

Cal i forn ia y  que reclama en su escr i to in ic ial  de demanda 

respecto de lo seguros y prestaciones a que se ref ieren las 

fracciones antes mencionadas l íneas arr iba de la presente 

resolución, es necesario que dicha trabajadora entere ante el  

 
1 A fojas 178 a 216 de autos. 



 

ISSSTECALI las cuotas omit idas durante el periodo del 21 de Enero 

de 1985 hasta la fecha en que se regular ice su incorporación  

[…]”  

 

Por tanto, el reconocimiento de ese derecho se 

encontraba sujeto a una condición [pagar sus cuotas], y la 

presunta prescripción del cobro, no sustituye en modo 

alguno esa condición.  

 

Además, la parte actora reconoció que no pagó 

dichas cuotas, ya que, según señala, el Instituto  omit ió l levar 

a cabo acciones de cobro, por lo que ante dicha inacción, 

prescribió su facultad en términos de los artículos 92 y 93 de 

la Ley del Instituto . 

 

Sirve como criterio orientador, el sostenido por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 155/2022 (11a.), con 

registro digital 2025578, publicado en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación de diciembre de dos mil 

veintidós, de rubro y texto siguiente:  

 

“DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA RECONOCIDO EN EL 

ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL .  EL  ARTÍCULO 258 

DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES,  NO LO 

VULNERA, SINO QUE LO GARANTIZA.  

 

Hechos:  Se in ic ió la correspondiente carpeta de invest igación 

en contra de una persona por el  del i to de homicidio culposo; 

el  Min ister io Públ ico determinó el  no ejerc ic io de la acción 

penal y su archivo def in it ivo. Decis ión que fue impugnada por 

la parte ofendida a través del recurso innominado previsto en 

el  art ículo 258 del  Código Nacional  de Procedimientos 

Penales ;  s in  embargo, ante la inas istencia in just if icada de la 

promovente y de sus asesores jur íd icos a la audiencia a que se 

ref iere el  c itado precepto legal,  el  Juez de Control  declaró s in 

mater ia el  medio de defensa. Inconforme con lo resuelto, la 

persona ofendida promovió amparo indirecto, en el  que 

reclamó la inconst i tucional idad del  citado art ículo,  por 

est imar que vulneraba su derecho fundamental de acceso a 

la just ic ia, porque ante su inas istencia a la correspondiente 

di l igencia,  se declaró s in mater ia el  medio de defensa que 

promovió, y no se establecía recurso alguno en contra de esa 

determinación judic ial .  

Cr iter io jur íd ico:  La Pr imera Sala de la Suprema Corte de 

Just ic ia de la Nación determina que las porciones normativas: 

" . . .  En caso de que la víct ima, el  ofendido o sus representantes 

legales no comparezcan a la audiencia a pesar de haber s ido 

debidamente c itados,  el  Juez de Control  declarará s in  mater ia 

la impugnación"  y  "La resolución que el  Juez de Control  d icte 

en estos casos no admit irá recurso alguno" , previstas en el 

art ículo 258 del  Código Nacional de Procedimientos Penales, 

no vulneran el  derecho fundamental  de acceso a la just ic ia, 

s ino que lo garant izan.  

Just if icación: La adopción de medidas legis lat ivas gravosas, 

como el  dejar  s in  mater ia el  medio de impugnación 

innominado o la improcedencia de recurso alguno en contra 

de esa resolución,  en los términos que se establecen en el 

art ículo 258 c itado, están or ientadas a incent ivar  que las 

partes as istan a las audiencias, a efecto de que se refuerce la 

efect iv idad de los derechos humanos de audiencia y  de 

acceso a la just ic ia de las personas víct imas u ofendidas del 

del i to; lo que no sucede s i  la decis ión de as ist i r  a la di l igencia 



 

se deja a su arbitr io, pues con el lo se mot ivar ía su ausencia, 

en contravención a los pr incip ios const i tucionales que r igen el  

proceso penal acusator io.  En efecto, e l  hecho de que no 

proceda recurso alguno en contra de la resolución que se 

dicta en la audiencia que prevé el  art ículo de referencia, 

busca preservar los pr incip ios de celer idad y concentración; 

f ines mediatos que guardan relación de dependencia con los 

pr incip ios const itucionales de contradicción,  oral idad y 

publ ic idad que r igen el  s i stema pena l acusator io. E l lo, porque 

la medida, al  buscar dar celer idad a los procesos y un efecto 

út i l  o consecuencia al  hecho de no as ist i r  a la respect iva 

audiencia (s in  que pueda entenderse est r ictamente como una 

sanción), t iene también la f inal idad legí t ima y m ediata de que 

la víct ima u ofendido del  del ito as is ta a la audiencia,  a efecto 

de que genere la información necesar ia para que el  Juez 

dir ima la controvers ia sometida a su cons ideración, con base 

exclus ivamente en esa información;  así ,  su inas istencia 

in just if icada impl ica la ausencia de exposic ión de agravios 

que le br inden méritos a la impugnación y,  con el lo,  la 

carencia de mater ial  sobre el  que se pueda pronunciar e l 

juzgador.  Además, conforme al  pr incipio jur ídico nemo auditur 

propr iam turpitudinem allegans (nadie puede alegar  a su favor 

su propia torpeza o dolo o no puede ser escuchado el que 

invoca su propia culpa),  los  tr ibunales no deben amparar  

s i tuaciones en las que la supuesta vulneración de los derechos 

fundamentales del  actor , se deriven de una  actuación 

negligente,  dolosa o de mala fe;  cuando el lo ocurre, es decir ,  

cuando el part icular  pretende aprovecharse del  propio error , 

dolo o culpa, se ha just i f icado la aplicación de ese pr incipio, 

como una forma de impedir  el acceso a ventajas indebidas o 

inmerecidas dentro del  ordenamiento jur ídico; por lo que la 

persona está,  pr ima facie, imposibi l i tada jur ídicamente de 

obtener benef icios  or iginados de su actuar doloso o 

negligente .  En ese orden de ideas, s i  la víct ima u ofendido 

fueron debidamente not i f icados de la celebración de la 

audiencia a que se ref iere el  precepto legal de referencia, y 

de manera in just i f icada deja de as ist i r ,  la  consecuencia 

jur íd ica necesar ia es que el  Juez declare s in  mater ia la 

correspondiente impugnación. Resolución que no a dmite 

recurso alguno, porque el  fal t is ta no puede alegar en su favor 

su propia negl igencia o dolo de haber estado ausente en la 

audiencia, y  pretender benef ic iarse así  del  incumpl imiento a 

una obl igación procesal que, además, está or ientada a 

proteger de manera más efect iva su propio derecho de 

acceso a la just ic ia.  Consecuentemente,  resulta razonable que 

no se admita recurso ordinar io alguno en contra de la 

resolución que dicte el  Juez de Control ,  en el  sent ido de 

declarar s in mater ia el  medio de impugnaci ón innominado a 

que se ref iere el  art ículo 258 del  Código Nacional  de 

Procedimientos Penales, cuando la persona víct ima u ofendida 

del del ito, in just i f icadamente deja de as ist i r  a la 

correspondiente audiencia, estando debidamente not i f icada 

para el lo, pues  esa medida encuentra just i f icación en la plena 

v igencia de los pr incip ios de contradicción,  oral idad y 

publ ic idad que r igen el  s i stema penal  acusator io.  Y s in que el  

hecho de que no proceda recurso ordinar io alguno en contra 

de la c itada resolución,  impl ique que se le ubique en estado 

de indefens ión,  pues en todo caso, tendrá expedita la vía del 

amparo indirecto.”  

 

Aunado a lo anterior, el artículo 64 de la Ley del 

Instituto , de subsecuente inserción, contempla que para 

disfrutar una pensión cuando hubiere adeudos por concepto 

de cuotas a cargo del pensionado, y respecto de los cuales 

aduce haber cotizado, se requiere que previamente se 

cubra el importe diferencial correspond iente a las cuotas 

que debió aportar.  



 

 

“Art ículo 64. -  Para que un t rabajador pueda disfrutar de 

pens ión,  deberá cubr ir  previamente al  Inst ituto los adeudos 

que tuviese con el  mismo, por concepto de cuotas,  así  como 

las que hubiere ret irado o las que hubieren apl icado a cubr i r 

el  importe de prés tamos insolutos, en los términos del  art ículo 

57.  En caso de fal lecimiento del trabajador,  sus 

derechohabientes tendrán igual obl igación.  Los adeudos que 

al  t ramitarse una pens ión a los derechohabientes tuv iesen el 

trabajador o pens ionado, serán cubiertos por los 

derechohabientes en los plazos que convengan con el 

Inst ituto, con la aprobación de la Junta Direct iva.  

 

En los supuestos en que el  Estado, Munic ip ios,  y en su caso los 

organismos públ icos incorporados,  reconozcan ant igüedad a 

sus trabajadores de forma voluntar ia o por resolución judic ial , 

deberá el  Estado, Munic ip ios y  organismos públ icos 

incorporados cubr i r  las aportaciones y  los t rabajadores las 

cuotas, que se hayan omit ido durante el  per iodo reconocido. 

Dichas aportaciones y cuotas se cubr irán con base al  Estudio 

Actuar ial  que se real ice por el  Inst i tuto para el  otorgamiento 

de los benef ic ios der ivados del  régimen de esta Ley.”  

 

En ese tenor, s i en términos del art ículo 582 de la 

Ley del Inst ituto  el derecho a recibir una pensión nace 

cuando el trabajador se encuentra en los supuestos 

consignados en dicha Ley y satisfacen los requisitos que la 

misma señala, en el caso de trabajadores que no cotizaron 

al fondo de pensiones respecto de diversos periodos en que 

laboró, como aduce la parte actora, su derecho a recibir 

una pensión no nace sino hasta que se cubran las cuotas y 

aportaciones que debieron aportarse.  

 

En consecuencia, como se adelantó, no le asiste 

la razón a la parte actora en cuanto a que se le debió de 

haber concedido la pensión por jubilación solicitada toda 

vez que no acreditó haber cumplido con un mínimo de 

treinta años de cotizaciones al fondo de pensiones y 

jubilaciones del Instituto . 

 

Finalmente, resulta innecesario analizar si la parte 

actora cumple con el diverso requisito señalado en el 

art ículo 67 de la Ley del Inst ituto, consistente en tener treinta 

años de servicio, en razón de que, al haberse acreditado que 

no cumple con el diverso de los treinta años cotizados, 

ningún sentido traería analizarlo, pues el resultado del fallo 

sería el mismo, al ser requisitos no excluyentes entre s í.  

 

SEXTO. Validez.  En las relatadas condiciones, al 

haber quedado acreditado que la parte actora no cumplía 

con uno de los requisitos para obtener la pensión por 

jubilación sol icitada a la fecha en que presentó su demanda, 

específ icamente el previsto en la Ley del Instituto consistente 

en un mínimo de treinta años de cotizaciones al fondo de 

pensiones y jubilaciones del Instituto , lo conducente en este 

 
2¨ARTÍCULO 58.- El derecho a jubilación y a las pensiones por retiro de edad y tiempo de servicio, invalidez o muerte, nace 

cuando el trabajador o sus familiares derechohabientes, se encuentren en los supuestos consignados en esta Ley, y hasta que 

cumplan con los requisitos que la misma señala. ¨ 



 

caso es reconocer la val idez del acto impugnado en el juicio,  

con fundamento en el artículo 109, fracción I, de la Ley del 

Tribunal .  

 

PUNTOS RESOLUTIVOS: En mérito de todo lo 

anteriormente expuesto y fundado, se resuelve:  

 

PRIMERO.  Se sobresee en el juicio respecto de la 

las autoridades Director de Pensiones y Jubilaciones, Director 

y Departamento de Gestión de Pensiones y Jubilaciones, 

todos del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja 

California.  

 

SEGUNDO .  Se reconoce la validez de la resolución 

negativa ficta recaída la solicitud de pensión por jubilación 

presentada por la parte actora ante el Inst ituto de Seguridad 

y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja Califo rnia el veinticuatro de 

marzo de dos mil veintidós.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín Jurisdiccional .  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario 

de Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California en funciones de 

Juez Titular por Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 

de la Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante Acuerdo 

de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y firma ante 

la presencia del Secretario de Acuerdos, Sergio José 

Camacho Hernández, quien autoriza y da fe. 
RAGR/SJCH
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“ELIMINADO: Nombre, 2 párrafo(s) con 2 renglones, en fojas 1 y 20. Fundamento legal: artículos 115, de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 

172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 

documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.”  

“ELIMINADO: Número de Juicio Laboral Burocrático, 2 párrafo(s) con 2 renglones, en fojas 6 y 20. 

Fundamento legal: artículos 115, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no 

puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Cantidades, 1 párrafo con 1 reglón, en foja 20. Fundamento legal: artículos 115, de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 

documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.”  



 

EL SUSCRITO SERGIO JOSÉ CAMACHO HERNÁNDEZ, 

SECRETARIO DE ACUERDOS ADSCRITA AL JUZGADO PRIMERO 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ------------------------------------------  

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A 

UNA VERSIÓN PÚBLICA DE RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

DICTADA EN EL EXPEDIENTE 484/2022 JP, EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CLASIFICADO COMO 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO 

CORRESPONDIENTE, INSERTANDO DIEZ ASTERISCOS, VERSIÓN 

QUE VA EN 24 (VEINTICUATRO) FOJAS ÚTILES. ----------------------  

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS 

ARTÍCULOS 54, 60, FRACCIÓN II I ,  B), 99, 104 DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

APERTURA INSTITUCIONAL, Y 55, 57, 58, 59 DEL REGLAMENTO 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL 

ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, 

LO QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE 

HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, 

A DIECINUEVE DE ENERO DE DOS MIL VEINTISÉIS . DOY FE.-------- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 


